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E
l gobier-
no auto­
ritario 
que rigió 
los desti­
nos de 

Chile a partir 

Plebiscito éticamente indispensable 
a la soberanía del 
pueblo. Ningún par­
tido político puede 
pretender ser más 
grande y poderoso 
que el pueblo en su 

del 11 de sep-
tiembre de 1973 nos legó una 
Constitución absolutamente in­
modificable en aspectos relacio­
nados con la plena vigencia de la 
democracia, salvo la hipotética po­
sibilidad de un acuerdo con las 
fuerzas políticas herédadas del le­
gado totalitario. Esta afirmación 
se comprueba con la simple cons­
tatación de que cualquier proyec­
to de reforma de la Constitución 
de 1980 requiere, en principio, del 
60 por ciento del Senado y, dado 
que allí existen ocho senadores 
designados, resulta que sólo en el 
evento de que el gobierno y la 
Concertación obtengan el 76 por 
ciento de los senadores elegidos 
por el pueblo podrían .alcanzar la 
mayoría necesaria · para conse­
guir dichas reformas. 

Con respecto a otras reformas 
constitucionales, el quórum es 
aún más alto: dos tercios de los 
senadores en ejercicio, lo cual 
implica que las fuerzas que derro­
taron a Ja dictadura en 1988 y 
1989 requieren del 83 por ciento 
de los senadores elegidos por el 
pueblo para obtener el quórum 
requerido constitucionalmente. 

Todos conocemos las circuns­
tancias inmorales y jurídicamente 
aberrantes en que se impuso, a 
través de un "seudoplebiscito", la 
Constitución de 1980. Ni siquiera 
existían padrones electorales y no 
hubo ninguna garantía de transpa­
rencia del proceso de consulta. 
Por otra parte, ningún chileno, 
salvo un 1 por ciento muy infor­
mado, tuvo conciencia de que en 
dicha Carta Fundamental se esta­
b l ecia la inamovilidad de los 
comandantes en jefe de las Fuer­
zas Armadas y Carabineros, el 
engendro institucional de los 
senadores designados, el Consejo 
de Seguridad Nacional y el Tribu­
nal Constitucional como supra­
poderes, la interdicción política de 
quienes no poseen licencias 
secundarias, la proscripción abso­
luta de las minorías políticas de la 
posibilidad de acceder a una cuota 
de poder. 

En este contexto, la decisión, 
en principio, del gobierno del Pre-

sidente Frei y de la Concertación 
de promover la consagración en la 
Constitución del plebiscito como 
vía real para reformar la Carta 
Fundamental aparece como una 
iniciativa claramente loable y 
como el cumplimiento de un evi­
dente imperativo histórico para 

nuestra sociedad. 
Todos conocemos lo que signi­

ficó el régimen dictatorial que 
gobernó Chile entre 1973 y 1989. 
El Informe ~ettig revela una parte 
ínfima de la.s más graves violacio­
nes a los derechos humanos. Si a 
eso se agregan índices de cesan­
tía desgarradores, campesinos 
lanzados de sus tierras por el 
decreto ley 208, operativos en las 
poblaciones, clima permanente de 
inseguridad, podrá comprenderse 
que una Constitución gestada en 
un período de terror generalizado 
no puede ser fuente de un ordena­
miento institucional permanente y 
moralmente aceptable por las nue­
vas generaciones. Es en este con­
texto que se hace indispensable 
establecer una institucionalidad 
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aprobada por la globalidad del 
pueblo a través de una auténtica 
consulta popular que revele un 
verdadero consenso nacional 
sobre las instituciones jurídicas 
básicas de nuestra convivencia y, 
especialmente, sobre aquellas que 
un amplio sector de chilenos 
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rechaza como antidemocráticas. 
Las cartas internacionales más 

importantes en materia de dere­
chos fundamentales del hombre 
son categóricas para establecer 
que "la voluntad del pueblo es la 
base de la autoridad pública" (artí­
culo 21 de la Declaración Univer­
sal de Derechos Humanos). Por 
su parte, otras convenciones inter­
nac~onales, incluida la Carta de 
San José de Costa Rica y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, establecen expresa­
mente como importantísima fuen­
te del poder la participación direc­
ta de los ciudadanos (dígase, 
especialmente, el plebiscito). 

Por otro lado, esta concepción 
de la participación directa del pue­
blo, a través del plebiscito, forma 

parte importante de la tradiéión 
institucional chilena en todo lo 
relacionado con la evolución his­
tórica de nuestras cartas funda­
mentales. Así, por ejemplo, la 
Constitución de 1818 tuvo su ori­
gen en un plebiscito "en que se 
consultó la voluntad nacional 
entre Copiapó y Cauquenes". Más 
de un siglo después, Arturo Ale­
ssandri Palma promulgaba la 
Constitución de 1925, previa la 
realización de un plebiscito. La 
misma Constitución de 1980 es 
fruto, formalmente, de un plebisci­
to. Debemos hacer notar que en 
todos estos casos, el plebiscito fue 
el instrumento jurídico para la ela­
boración global de una nueva ins­
titucionalidad y no solamente para 
la modificación de algunas institu­
ciones jurídicas determinadas, 
como pudieran ser hoy, por ejem­
plo, la supresión de los senadores 
·designados o la inamovilidad del 
director de la policía. 

Las mayorías que anteriormen­
te señalamos como nece·sarias 
para modificar la Constitución, de 
un 83 por ciento o de un 76 por 
ciento de los senadores elegidos 
popularmente, son consecuencia 
directa, como lo expresamos, 
tanto de los altos quórum estable­
cido s en la Constitución para 
hacer posible una reforma, como 
de la existencia de los senadores 
designados, que, al menos en 
estas materias, actúan como blo­
que claramente funcional a la con­
cepción totalitaria que dio origen 
a sus nombramientos. 

Hablar de este tipo de mayo­
rías implica concluir que la Consti­
tución de 1980 es, en los hechos, 
absolutamente inmodificable en lo 
que constituyen sus enclaves tota­
litarios. Esta es una vergonzosa 
inmoralidad política que, en nom­

· bre de la decencia y la dignidad 
nacional, debe ser prontamente 
corregida a través de ''la voluntad 
del pueblo como base de la autori­
dad del poder público", según 
expresiones de la legislación inter- · 
nacional y de acuerdo con nuestra 
propia tradición constitucional. 

Creemos que ningún conglo­
merado político puede sustraerse 

conjunto. Temer al 
pueblo es desconfiar 

de la inteligencia, sabiduría y sen­
tid o común de los hombres y 
mujeres de nuestro país. 

Pensamos que para los secto­
res verdaderamente democráticos 
de la derecha chilena ha llegado 
un momento de decisiones moral­
mente cruciales. Dicen ellos, 
corrientemente, que condenan los 
excesos y clima de terror del 
gobierno autoritario, pero usufruc­
tuan alegremente de un sistema 
político institucional que los bene­
ficia y que sólo pudo establecerse 
bajo el amparo, precisamente, de 
dicho terror. Esto constituye una 
hipocresía política inaceptable que 
transforma a las Fuerzas Armadas 
en las ejecutoras del "trabajo 
sucio" y a la derecha en las usu­
fructuadoras de los frutos políti­
cos, económicos y sociales de tal 
política represiva. Al efecto, afir­
mamos que existe para 10~ <secto­
res progresistas de la derecha una 
sola forma política honesta para 
desligarse claramente de los actos 
de crueldad de la dictadura; esa 
forma es renunciar a los benefi­
cios y prerrogativas que reciben, 
precisamente, como consecuencia 
de un sistema basado en la cruel­
dad y el temor. Esa renuncia impli­
ca reformar la Constitución en sus 
instituciones antidemocráticas. 

Desde esta columna hemos 
abogado reiteradamente en favor 
del.plebiscito. Nos alegramos que 
esta idea hoy se masifique como 
posibilidad concreta para afrontar 
el problema de los enclaves auto­
ritarios. Tenemos la convicción 
más profunda de que millones de 
chilenos pudimos tolerar forzada­
men te las peores aberraciones 
humanas y jurídicas bajo un clima 
de terror generalizado. Pero lo 
que no aceptaremos jamás es que 
ese terror del ayer determine tam­
bién, indefinidamente, lá forma de 
vivir y de actuar de nuestros hijos 
y nuestros nietos. Ese es el grave 
dilema moral que se encuentra 
planteado para todos los que tene­
mos responsabilidades políticas. 
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S
i una imagen vale más que milpa­
labras, en materia de integración 
política y económica la imagen de 

· los panzers desfilando el pasado 14 
de julio por los Campos Elíseos va­
le para la Unión Europea más que 

mil reglamentos y resoluciones, Mitte­
rrand y Kohl, representantes de dos esta­
dos que en este siglo produjeron, por una 
rivalidad y competencia históricas, dos 
guerras mundiales, acaban de dar una se­
ñal inequívoca de que el proceso de unifi­
cación de Europa relanzado en Maastricht 
caminará por sobre las vicisitudes de la co­
yuntura y, desde luego, va mucho más allá 
que el libre comercio o la convergencia de 
las economías. De lo que se trata es de dar 
una señal a los ciudadanos europeos de 
que el peso del pasado no puede gravitar 
ya sobre el presente tanto como para con­
dicionar el futuro del viejo continente. Y el 
futuro está en la integración, que significa 
compartir realidades y proyectos desde 
específicas formas de ser y pensar, pero 
en una perspectiva común. 

"Panzers en les Champs Elysees" dejan cerrar, y situaciones que se prolon­
gan en el tiempo sin solución. Nuestra 
integración no será posible mientras sub­
sistan conflictos limítrofes o cuentas pen­
dientes y se pretenda ignorarlos aun a 
sabiendas de que están ahí. Es preciso 
reconocer que hay una gran carga históri­
ca en toda Latinoamérica aún no superada, 
lo que es un obstáculo real a la integra­
ción, incluso a las formas más suaves de 
integración económica. Trascender esta 
realidad exige un cambio cultural de 
envergadura. Porque, hagámonos la 
siguiente pregunta: ¿es imaginable siquie­
ra que tanques chilenos, o peruanos, boli­
vianos, ecuatorianos, venezolanos, se 
pasearon hoy en un desfile por las calles 
de un país con el cual han tenido conflic­
tos en el pasado, tal como los panzers lo 
han hecho en los Campos Elíseos con el 
aplauso de la gran mayoría de los france­
ses y de los jefes de Estado y de gobierno 
de la Europa que hace poco, en tiempo 
histórico, estaba en ruinas producto de la 
más devastadora y cruel conflagración? 

No sería posible esta perspectiva común 
sin superar traumas, sin catarsis que lim­
pien el ambiente de una vez por todas, sin 
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encarar en común las divisiones de ayer. 

Ahora bien, ¿qué nos dicen estas imáge­
nes, este simbolismo sustantivo, a quienes 
en América Latina estamos trabajando por 
nuestra integración? A lo menos tres cosas 
fundamentalei;,: una, que - tal como los 
europeos más preclaros, desde Adenauer y 
Schumann hasta Delors, lo han comprendi­
do- la integración es la mejor garantía 
para la paz. Dos, que para integrarse no 
basta con poner en común las economías 
ni abrir las fronteras, sino que es preciso 
también, de manera imprescindible, poner 
en común las visiones y abrir las mentes al 
entendimiento y la tolerancia. 

Tres, que al igual que en las relaciones 
interpersonales, en las relaciones entre 
estados y naciones los demonios deben 
ser exorcizados y no se deben guardar fan­
tasmas en los armarios. Y esta es una lec­
ción ante la opinión pública que, en el caso 
de los panzers paseando por París, requie-

re de un coraje y una dimensión de esta­
distas que corresponde reconocer en los 
líderes europeos que llevaron adelante la 
idea, aun a sabiendas de que una parte sig­
nificativa de sus ciudadanos, con justa 
razón, podrían rechazarla. Es la diferencia 
entre la política del marketing, que habría 
desestimado, por potencialmente impopu­
lar, esta iniciativa, y la política de princi­
pios, que sin medir la conveniencia del 
corto plazo, mide la acción por intereses 
superiores aun a riesgo de no ser com­
prendidos en la coyuntura. 

¿Tiene todo esto algo que ver con noso­
tros, o a pesar de todo no deja de ser una 
cuestión europea? Creemos que sí tiene 
que ver, y mucho. Nuestros análisis y 
esfuerzos integracionistas en América 
Latina tarde o temprano acaban tropezan­
do con las rémoras de pasados conflictos y 
agravios entre países. Heridas que no aca­
ban de cerrarse porque muchos no las 
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